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Resumen: el autor analiza cómo el régimen de gobierno perua-
no, de tipo presidencial “parlamentarizado”, funciona de mane-
ra muy distinta según la composición política del parlamento y 
su relación de respaldo o confrontación con el Poder Ejecutivo. 
Ante la profunda crisis política institucional vigente, plantea 
qué aspectos podrían ser objeto de revisión o reforma. 

Abtract: the author analyzes how the Peruvian system of go-
vernment, of the “parliamentarized” presidential type, works 
very differently depending on the political composition of the 
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parliament and its relationship of support or confrontation 
with the Executive Branch. In view of the current deep insti-
tutional political crisis, it raises the question of which aspects 
could be subject to revision or reform. 
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IV. La escasa utilidad política de la segunda vuelta en la elección 
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en el uso de la vacancia por incapacidad moral. VI. La acusa-
ción constitucional y el juicio político. VII. La disolución del 
Congreso. VIII. El retorno a la bicameralidad parlamentaria. 

I. Introducción

El régimen político tradicionalmente existente en el Perú, adop-
tado desde su primera Constitución de 1823 y configurado sus-
tancialmente desde mediados del siglo xix, si bien es de tipo pre-
sidencial, como es común en los estados latinoamericanos, tiene 
características muy particulares, que lo diferencian de la mayoría 
de los imperantes en los países de la región. Esta peculiaridad 
radica en que, sobre la base del sistema presidencial, se ha incor-
porado una gran cantidad de instituciones propias de los regíme-
nes parlamentarios, por lo que suele caracterizársele como un 
sistema presidencial “atenuado” o “parlamentarizado”. 

Para describirlo, diremos que tiene a la cabeza al presidente 
de la República, elegido directamente por el pueblo, quien ejerce 
simultáneamente las funciones de jefe de Estado y jefe de Go-
bierno y carece de responsabilidad política ante el Congreso; su 
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mandato es de duración fija, tradicionalmente con prohibición 
de reelección inmediata. No obstante, a diferencia del sistema 
presidencial clásico (inspirado en los Estados Unidos de Norte-
américa) desde un inicio se estableció la necesidad del refrendo 
ministerial para la validez de los actos y decisiones del presiden-
te. Posteriormente, se introdujeron el Consejo de Ministros, un 
presidente de dicho Consejo, la responsabilidad política de los 
ministros ante el Congreso (a través de la interpelación, censura 
y otorgamiento de confianza), así como (desde la Constitución de 
1979) la posibilidad de disolución del Congreso por el Presidente.

Cabe tener presente que luego de proclamada la independen-
cia, el 28 de julio de 1821, el debate político para decidir la forma 
de gobierno que debía adoptar la nueva nación peruana se centró 
en la discusión entre monarquía constitucional o república. Tal 
debate se resolvió rápidamente, en el primer congreso constitu-
yente de 1822, a favor de la república, lo que condujo a asumir, 
sin mayor discusión, el régimen presidencial. 

Sin embargo, la ideología liberal predominante en la mayo-
ría de los cuerpos constituyentes, que aprobaron nuestras varias 
constituciones del siglo xix (8 entre 1823 y 1867), así como la 
reacción frente a la experiencia de gobiernos autoritarios o dicta-
toriales a cargo de caudillos militares durante las primeras déca-
das de vida republicana, explica la introducción de instituciones 
de origen parlamentario para intentar limitar y controlar el po-
der político del presidente. 

Ya en el siglo xx, como reacción ante el gobierno denomi-
nado “el oncenio”, del presidente Leguía (1919-1930) posibili-
tado mediante sucesivas reformas constitucionales para permi-
tir la reelección presidencial inmediata, la Constitución de 1933 
insistió en consolidar las instituciones de corte parlamentario y 
confirió mayores atribuciones políticas al Congreso. El resultado, 
sin embargo, no aportó a la gobernabilidad y funcionamiento del 
régimen democrático, pues la mayoría de los gobiernos elegidos 
durante la vigencia de esa Constitución no lograron culminar su 
mandato cuando el parlamento estuvo dominado por la oposi-
ción, porque se generaron conflictos y bloqueos políticos que 
culminaron en golpes militares (casos de Bustamante: 1945-48; 
Prado: 1956-62; Belaunde: 1963-68). 
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Influenciadas por esta experiencia de inestabilidad política 
e ingobernabilidad, las Constituciones de 1979 y 1993 optaron 
por fortalecer el poder del presidente y el Poder Ejecutivo, así 
como por debilitar el peso político del Congreso, pero sin elimi-
nar las instituciones de control político de corte parlamentario. 
Se adoptó así la limitación de la participación del Congreso en el 
manejo económico del Estado y la generación de gasto público, 
se reconoció facultades legislativas al Poder Ejecutivo (legisla-
ción delegada, decretos de urgencia, y aprobación de convenios 
internacionales ejecutivos), así como la potestad presidencial de 
disolución del Congreso, cuando éste haya censurado o negado 
confianza a tres gabinetes ministeriales (Constitución de 1979) o 
a dos gabinetes (Constitución de 1993).

II. ¿Cómo ha funcionado este régimen  
presidencial “parlamentariazado”  

bajo las constituciones de 1979 y 1993?

Observando la experiencia política peruana de los últimos 90 
años, se puede afirmar que la principal conclusión sobre las im-
plicancias de incorporar en un régimen presidencial numerosas 
instituciones de tipo parlamentario, es que el mismo diseño nor-
mativo constitucional funciona de manera bastante distinta según 
la composición política del Congreso y su relación de respaldo o con-
frontación con el Poder Ejecutivo. De este modo, cuando un go-
bierno obtuvo o conformó una mayoría parlamentaria que le sea 
favorable, culminó su mandato sin mayores problemas de inesta-
bilidad, pero con escaso control político, lo que, a menudo, favo-
reció un régimen inclinado al autoritarismo o al poder personal 
del presidente. En cambio, cuando el Poder Ejecutivo tuvo que 
enfrentar congresos dominados por la oposición, más aún si es-
tas adoptaron conductas confrontacionales, lo frecuente fue que 
el gobierno no logre culminar su mandato (por golpes o autogol-
pes de estado) o que haya afrontado gran inestabilidad política. 

Durante el presente siglo, bajo la misma Constitución de 
1993, los gobiernos de los presidentes Alejandro Toledo (2001-
2006), Alan García (2006-2011) y Ollanta Humala (2011-2016), 
donde el Congreso no estuvo controlado por la oposición ni el 
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gobierno contó con mayoría propia, se desenvolvieron con razo-
nable normalidad y control político parlamentario. En cambio, 
desde el período presidencial 2016-2021, donde el Congreso es-
tuvo ampliamente controlado por la oposición, se ha instalado 
una etapa de gran inestabilidad política y polarización. Es así que 
el presidente Kuczynski tuvo que renunciar antes de cumplir dos 
años de gobierno, cuando era inminente su destitución ante un 
segundo pedido de vacancia. Su reemplazante, el vicepresidente 
Martín Vizcarra, a pesar que logró la disolución de ese Congreso, 
afrontó con el nuevo Parlamento dos pedidos de vacancia, el se-
gundo de los cuales consiguió vacarlo. Asumió la presidencia el 
presidente del Congreso Manuel Merino, quien a los pocos días 
tuvo que renunciar ante la movilización popular y juvenil contra 
su designación y el rechazo a la violenta represión frente a la pro-
testa. Finalmente, el Parlamento eligió presidente al congresista 
de minoría Francisco Sagasti, quien pudo culminar el mandato, 
seguramente por el breve lapso que quedaba. 

Que en un mismo período gubernamental de cinco años se 
haya contado con cuatro presidentes y dos congresos, evidencia 
la magnitud de esta crisis política. Este escenario no cambió sus-
tancialmente en el nuevo período presidencial 2021-2026, que 
ha dejado un país políticamente muy polarizado. La elección del 
presidente Pedro Castillo, como expresión inorgánica del recha-
zo popular frente a los grupos políticos existentes, nuevamente 
colocó a un Presidente enfrentado con un Congreso fraccionado 
pero dominado por una oposición conservadora y confrontacio-
nal. Castillo fue vacado también antes de cumplir dos años de 
gobierno, luego de un fallido intento de autogolpe de estado.

Cabe tener presente que el gobierno de Castillo presentó 
ante el Congreso una propuesta legislativa de reforma constitu-
cional para convocar a una asamblea constituyente que elabore 
una nueva Constitución (punto central de su campaña electoral) 
la que fue rechazada. Luego el Parlamento aprobó una ley que 
impide a la ciudadanía promover directamente la convocatoria a 
un referéndum para la aprobación de reformas constitucionales, 
señalando que cualquier reforma de la Constitución tiene que ser 
aprobada previamente en el Congreso.

Vacado y detenido Castillo, lo reemplazó la vicepresidenta 
Dina Boluarte, quien rápidamente, y sin mayor explicación polí-
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tica, abandonó su discurso de campaña y se ha sometido a la he-
gemonía del Congreso, estableciéndose una suerte de pacto táci-
to de “sobrevivencia” entre el Gobierno y el Parlamento (ambos 
actualmente con menos del 10% de aprobación popular) bajo el 
interés común de permanecer en sus cargos hasta las elecciones 
del 2026. ¿Lo lograrán? 

A poco de asumir el cargo de presidenta, Boluarte presentó 
ante el Congreso un pedido de adelanto de elecciones genera-
les, lo que, obviamente, no fue aprobado por el Parlamento. Ante 
esta negativa parlamentaria, podía renunciar al cargo, lo que 
constitucionalmente forzaba al presidente del Congreso a asu-
mir temporalmente la presidencia y convocar a elecciones. Pero 
ella no lo hizo, ni ha vuelto a plantear el tema, a pesar de la gran 
desaprobación popular a su gestión. Mientras tanto, el Congreso 
aprobó una ley de reforma constitucional que restituye la bica-
meralidad y la reelección parlamentaria inmediata, que modifica 
la cuarta parte del articulado constitucional, pero persiste en la 
negativa de acudir a un proceso constituyente para elaborar una 
nueva Constitución. 

El actual Congreso ha asumido como discurso político que 
es “el primer poder del estado”, algo que la Constitución no con-
templa ni nuestra tradición política tampoco. La existencia de un 
gobierno políticamente débil y la anuencia del Tribunal Cons-
titucional (que debe su designación al Congreso) han favoreci-
do la hegemonía política real del órgano parlamentario, quien 
ha aprobado varias leyes ordinarias que introducen limitaciones 
en las competencias políticas del Ejecutivo, las que, aunque fue-
ron objeto de cuestionamiento de inconstitucionalidad, han sido 
convalidadas por el Tribunal.  

III. ¿Cabe abandonar el régimen presidencial?

Al igual de lo sucedido en otros países latinoamericanos, los 
excesos del presidencialismo llevaron a que, principalmente des-
de el ámbito académico, algunos plantearan, aunque sin lograr 
mayor acogida, la conveniencia de abandonar nuestro tradicional 
régimen presidencial y sustituirlo por una forma de gobierno de 
tipo parlamentario o semipresidencial. 
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Como hemos descrito, el régimen presidencial peruano es 
el más “parlamentarizado” de Latinoamérica y nunca ha sido un 
sistema presidencial “puro” o clásico. Quizás por esta existen-
cia de numerosas instituciones típicas de regímenes parlamenta-
rias, algunos autores, principalmente extranjeros, lo han definido 
como “semipresidencial”, aduciendo la existencia de un gabinete, 
responsabilidad política de los ministros ante el parlamento, y 
que el nuevo gabinete designado por el Presidente de la Repú-
blica debe obligatoriamente solicitar y obtener (según prevé la 
Constitución de 1993) el voto de confianza del Congreso (mal 
denominado voto de “investidura”) para continuar en funciones. 
Considero un error calificar al actual régimen político peruano 
como semipresidencial, pues no existe un primer ministro que 
sea jefe de Gobierno, siendo el presidente de la República simul-
táneamente jefe de Estado y jefe de Gobierno, quien elige y re-
mueve libremente a sus ministros; mientras que el Presidente del 
Consejo de Ministros y su Gabinete no pueden adoptar, sin la 
aprobación del presidente de la República, actos o decisiones de 
gobierno.  

El régimen presidencial parlamentarizado ha operado en 
nuestro país desde hace más de 150 años y forma parte de nues-
tra constitución histórica y de la realidad política. El presidente 
de la República es quien ostenta el liderazgo y la legitimidad polí-
tica y social, siendo su elección la que concita el interés popular, 
mientras que la elección del Congreso (que se realiza simultá-
neamente a la presidencial) tiene un rol secundario; a pesar que, 
como hemos anotado, la composición política del Parlamento 
desempeña un rol importante en el funcionamiento del régimen 
político, e incide en la estabilidad y gobernabilidad. 

En la realidad política peruana, la adopción de un régimen de 
tipo parlamentario carece de toda viabilidad política. Desde hace 
buen tiempo, no existen verdaderos partidos políticos y la repre-
sentatividad y legitimidad de tales grupos es muy escasa, al igual 
que el desprestigio del Congreso. Sin el sustento de partidos po-
líticos sólidos no parece sensato, ni tendría respaldo social, una 
reforma constitucional para adoptar el régimen parlamentario. 

En cuanto al tránsito hacia un régimen de tipo semipresiden-
cial, nuestro sistema presidencial “parlamentarizado” tiene ya 

407 | 

El régimen presidencial parlamentarizado peruano ¿qué revisar o…



parte del camino avanzado. El paso decisivo y pendiente sería 
aprobar, mediante una reforma constitucional, la transferencia 
de diversas atribuciones de gobierno (quizás no de todas) que 
tradicionalmente nuestras constituciones han encomendado al 
presidente de la República, que pasarían al presidente del Conse-
jo de Ministros y su Gabinete. Por ejemplo, el control del orden 
público, el manejo de la política económica, la administración 
pública, el ejercicio de potestades legislativas o reglamentarias 
del Poder Ejecutivo. Dada la trascendencia de esta reforma para 
nuestro tradicional régimen político, tendría que evaluarse con 
mucho detalle la conveniencia y consecuencias de que el presi-
dente de la República conserve las funciones de jefe de Estado 
y algunas atribuciones de gobierno, aquellas cuya decisión y di-
rección se considere indispensable por el liderazgo político que 
deba mantener.

La exclusión de responsabilidad política del presidente ha 
favorecido excesos, arbitrariedad e impunidad presidencial. Ac-
tualmente, la exigencia de responsabilidad política a los minis-
tros ante el Congreso, mediante la interpelación, censura, o de-
negación del voto de confianza, permite la caída y el cambio de 
gabinete o ministro involucrado, pero no garantiza la modifica-
ción de la política gubernamental. Ante esta situación, transferir 
algunas atribuciones de gobierno al presidente del Consejo de 
Ministros y al Gabinete daría mayor equilibrio y efectividad al 
control político del Congreso, pues se ejercería contra quienes 
directamente adoptan las decisiones; sin afectar la continuidad 
de la función y el mandato del presidente de la República. 

IV. La escasa utilidad política de la  
segunda vuelta en la elección del presidente

La Constitución de 1933 disponía que para ser elegido presiden-
te de la República el candidato ganador debía obtener al menos 
un tercio de la votación general; si ninguno lo obtenía, corres-
pondía al Congreso elegirlo entre los tres candidatos que con-
taban con las mayores votaciones. Al optar la Constitución de 
1979 por fortalecer las atribuciones del Poder Ejecutivo, como 
respuesta a las crisis de gobernabilidad que afrontaron la mayo-
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ría de los gobiernos elegidos bajo la vigencia de la Carta de 1933, 
se consideró necesario afianzar la legitimidad social y política 
del presidente, exigiendo para su elección obtener más de la mi-
tad de los votos válidamente emitidos. Si ninguno lo lograba en 
la primera votación, se procedería a una segunda vuelta, entre 
los dos candidatos más votados, pero esta vez ya no elegiría el 
Congreso sino una votación popular directa. Como parte de un 
acuerdo político, este sistema se aplicaría recién en las eleccio-
nes presidenciales de 1985. Para el proceso electoral presidencial 
inmediato, de 1980, se exigiría que el ganador obtenga al menos 
el 36% de los votos; si no lo lograba, elegiría el Congreso, por el 
voto de más de la mitad del número legal de integrantes de cada 
Cámara, entre los dos candidatos más votados. 

Sin embargo, el “debut” de la segunda vuelta no llegó a ma-
terializarse en las elecciones de 1985. En la primera vuelta, Alan 
García (APRA) obtuvo cerca del 47% del total de los votos emi-
tidos, por lo que debía realizarse la segunda vuelta. Pero el can-
didato que obtuvo la segunda votación, Alfonso Barrantes (Iz-
quierda Unida), con una votación algo inferior a la mitad de los 
votos de García, anunció que renunciaba a participar en la se-
gunda vuelta. El Jurado Nacional de Elecciones, en un contexto 
político complejo, porque su presidente sufrió un grave atentado 
terrorista contra su vida, aceptó la renuncia de Barrantes. De este 
modo, Alan García fue proclamado presidente, sin que se reali-
ce la segunda vuelta ni haber alcanzado la votación formalmente 
exigida por la Constitución.

En las elecciones de 1990 si se realizó la segunda vuelta, en 
la que participaron el escritor Mario Vargas Llosa, que había ob-
tenido la mayor votación en la primera vuelta (aunque inferior a 
la que se vaticinaba) y Alberto Fujimori, quien lo superó amplia-
mente en la segunda vuelta. Pero la representación parlamentaria 
de Fujimori era la tercera fuerza en el Congreso, por lo que, sin 
intentar establecer algún acuerdo o colaboración, el 5 de abril de 
1992 dio un autogolpe de estado (con apoyo de la cúpula militar) 
rompiendo el orden constitucional y disolviendo inconstitucio-
nalmente el Congreso. 

La nueva Constitución de 1993, con claro dominio político 
del fujimorismo, mantuvo la segunda vuelta, aunque excluyó del 
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cómputo para determinar el logro de la mayoría exigida los votos 
nulos o en blanco; incorporó la posibilidad de reelección presi-
dencial inmediata, por una sola vez. En las elecciones generales 
de 1995, Fujimori triunfó en primera vuelta y obtuvo mayoría 
absoluta en el Congreso, aunque la credibilidad de estos resulta-
dos suscitó dudas, ante el copamiento de las instituciones electo-
rales por el régimen autoritario.

En las cinco elecciones presidenciales realizadas durante el 
presente siglo, ha sido necesario recurrir a la segunda vuelta; de 
ellas, en dos ocasiones obtuvo el triunfo final el candidato que 
había quedado segundo en la primera vuelta: Alan García contra 
Humala (2006) y Kuczynski contra Keiko Fujimori (2016). De 
estas experiencias pueden formularse algunos comentarios so-
bre los efectos políticos de la segunda vuelta presidencial: a) Por 
realizarse únicamente para la elección del Presidente, la segun-
da vuelta no tiene mayor incidencia en la composición política 
del Congreso, ni garantiza al ganador contar con mayoría parla-
mentaria, asunto que, como hemos visto, puede tener decisiva 
influencia en el funcionamiento y la gobernabilidad de nuestro 
régimen presidencial “parlamentarizado; b) la segunda vuelta 
contribuye a la polarización política, propiciando el voto “anti” 
contra alguno de los candidatos o de escoger a quien se percibe 
como “el mal menor”; c) el respaldo que obtiene el candidato ga-
nador en la segunda vuelta no conlleva, normalmente, un apoyo 
político real ni duradero del electorado. 

Por estas razones, la utilidad política de la segunda vuelta 
presidencial, para el fortalecimiento de la democracia peruana, 
ha sido muy escasa. La elección de los presidentes Kuczynski 
(2016-21) y Castillo (2021-26), quienes enfrentaron una opo-
sición parlamentaria mayoritaria y confrontacional, evidencia 
lo políticamente relativo que significó su triunfo en la segunda 
vuelta, pues ninguno de ambos tuvo un régimen estable ni llegó a 
cumplir siquiera dos años de gobierno. 

Ello me lleva a considerar conveniente eliminar la segunda 
vuelta en la elección presidencial, estableciendo como requisi-
to para ganar el obtener una mayoría relativa significativa, a de-
terminar entre el tercio y el 40% de la votación; procediendo el 
Congreso, si ningún candidato alcanza esta votación en primera 
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vuelta, a elegir al presidente entre los dos candidatos más vo-
tados. De este modo, resulta más factible que el designado por 
el Congreso cuente, al menos inicialmente, con el respaldo de 
una mayoría parlamentaria o de un acuerdo de gobernabilidad. 
En cambio, no soy favorable a extender la segunda vuelta tam-
bién a las elecciones parlamentarias, pues afectaría el pluralismo 
y representatividad política real en la composición del Congreso.

V. Las muy limitadas causales para  
la acusación constitucional al presidente 
 durante su mandato y la distorsión en el  
uso de la vacancia por incapacidad moral

Desde mediados del siglo xix, nuestras constituciones han limi-
tado severamente los casos en que el presidente de la República 
puede ser acusado ante el Congreso durante el ejercicio de su 
mandato. Ello alegando la necesidad de preservar la continuidad 
de la función presidencial. Con un contenido sustancialmente 
similar a ellas, el artículo 117 de la vigente Constitución solo 
permite acusar al presidente por traición a la patria, por disolver 
el Congreso fuera del supuesto previsto en la Constitución, por 
impedir las elecciones generales, regionales o municipales, o el 
funcionamiento de los órganos electorales. Se trata de un listado 
taxativo muy restrictivo, frente al régimen general aplicable a los 
demás altos funcionarios del Estado, que permite acusarlos y so-
meterlos a antejuicio o juicio político por todo delito de función 
o infracción a la Constitución que cometan en el ejercicio de su 
cargo. 

Ciertamente tan limitadas causales hicieron casi “intoca-
ble” al presidente, e inviable la procedencia de acusaciones en 
su contra mientras ejerce el cargo. Aplicando esta norma cons-
titucional, la Fiscalía de la Nación archivó casi automáticamente 
cualquier denuncia contra el presidente que no se refiera a tales 
imputaciones. Más recientemente, se ha admitido el inicio y con-
tinuidad de la investigación de las denuncias hasta llegar a la fase 
de acusación, donde se suspende y reserva el caso hasta que cese 
en el cargo. 
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Debido a estas restricciones, desde el gobierno del presidente 
Kuczynski (2016), el Congreso ha utilizado con frecuencia la fi-
gura de la vacancia por permanente incapacidad moral (artículo 
213, inciso 2). Si bien esta norma se contempla desde anteriores 
constituciones, no tuvo mayor uso. Se aplicó a fines del 2000 con-
tra el presidente Fujimori, quien encontrándose en el extranjero 
presentó renuncia al cargo, pero el Congreso desestimó aceptarla 
o vacarlo por abandono del cargo, prefiriendo destituirlo por in-
capacidad moral. Ello marcaría el inicio de un nuevo sentido de 
aplicación de esta norma. Luego el Tribunal Constitucional, lle-
nando un vacío constitucional, dispuso que esta causal específica 
de vacancia debía ser aprobada por dos tercios del número legal 
de congresistas, aunque sin aportar desarrollo sobre el contenido 
o alcances de la vacancia por incapacidad moral. 

Si bien la referida norma constitucional autoriza al Congreso 
a declarar la vacancia del presidente por permanente incapaci-
dad física o moral, existía debate sobre si lo moral debía enten-
derse como mental, o también como imputación de inconductas 
presidenciales que configuren indignidad para el desempeño de 
la función. A partir de la vacancia de Fujimori se adoptó una apli-
cación bastante amplia de la norma, lo que ha incidido en que sea 
planteada reiteradamente contra los presidentes de los últimos 
seis años, por el Congreso dominado por una oposición confron-
tacional. 

Lo grave es que esta causal de vacancia no solo se ha formula-
do para imputaciones de inconductas “morales”, sino invocando 
posibles delitos, no previstos para la acusación penal al Presiden-
te en su mandato, ni sujetos aún a juicio o condena; o por actos o 
conductas producidas con anterioridad al ejercicio de la función 
presidencial. En el caso del Presidente Castillo también se plan-
teó la vacancia por decisiones políticas que supondrían ineptitud 
o mal desempeño del cargo, o la desaprobación parlamentaria 
de su gestión. De este modo, la vacancia por incapacidad moral 
se ha instrumentado por la oposición parlamentaria, peligrosa-
mente, como una suerte de “censura política” al presidente, algo 
inexistente en el régimen presidencial y en nuestra Constitución; 
quedando simplemente supeditada a que el Congreso obtenga el 
número de votos requeridos para aprobarla.
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Consideramos que este sentido de interpretación y aplicación 
de la norma se aparta de un criterio razonable y objetivo sobre la 
verificación de esta causal de vacancia, convirtiéndola en un ins-
trumento discrecional de contenido esencialmente político, que 
amenaza la continuidad en el cargo del presidente que no cuenta 
con mayoría parlamentaria. Más adecuado sería que esta causal 
de vacancia se limite a la permanente incapacidad física o mental, 
médicamente comprobadas, debiendo simultáneamente ampliar-
se las causales por las cuales el presidente pueda ser acusado, por 
delitos o infracciones constitucionales, durante su mandato. En 
todo caso, ante imputaciones de reproche moral o mal desempe-
ño político del presidente, siempre quedaría abierta la exigencia 
parlamentaria o social de su renuncia. 

Sin embargo, en un sentido claramente opuesto, recientes 
decisiones de la actual composición del Tribunal Constitucional 
sostienen que la vacancia por incapacidad moral es una moda-
lidad suigéneris del juicio político, pudiendo el Congreso, dis-
crecionalmente, imputar una infracción o desaprobación política 
al presidente, siempre que la apruebe con el número de votos 
requeridos. Tal interpretación contribuye a normalizar la instru-
mentación política de la vacancia por incapacidad moral, con su 
pernicioso efecto para la estabilidad democrática y la gobernabi-
lidad.

VI. La acusación constitucional y el juicio político

Tradicionalmente en el Perú, la denuncia o acusación constitu-
cional contra altos funcionarios, motivada en la imputación de 
delitos en la función o infracciones constitucionales, daba lugar 
al denominado Antejuicio Político. El procedimiento se desarro-
llaba ante el Congreso, y si este aprobaba haber mérito para la 
formación de causa penal, el acusado quedaba suspendido en su 
cargo y sometido a juicio ante la Corte Suprema. Sin embargo, la 
Constitución de 1993 (artículos 99º y 100º) introdujo algunos 
cambios, en su momento poco explicitados, sin duda influidos 
por la experiencia fallida de acusación al expresidente Alan Gar-
cía después de su primer mandato, durante el régimen fujimo-
rista. La principal innovación fue habilitar al Congreso no solo a 
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suspender al acusado, sino a poder destituirlo del cargo e inhabi-
litarlo para ejercer toda función pública hasta por diez años. 

Tiempo después, el Tribunal Constitucional (en la sentencia 
00006-2003-PI) interpretó que, con esta innovación, contába-
mos con dos procedimientos: el tradicional Antejuicio y el Juicio 
Político. El primero procedía por imputación de delitos come-
tidos en el ejercicio de la función, mientras que el segundo por 
infracciones de orden político a la Constitución. Dispuso que el 
Antejuicio tenía que ser aprobado por más de la mitad del núme-
ro legal de Congresistas, mientras que el juicio político por dos 
tercios de ellos, en ambos casos sin la participación de los inte-
grantes de la Comisión Permanente, por ser el órgano que aprue-
ba la acusación que se somete ante el Pleno del Congreso. Apro-
bado el Antejuicio, el acusado queda sujeto a juicio penal ante la 
Corte Suprema que, de emitirse sentencia condenatoria, habilita 
al Congreso a imponer las sanciones políticas de destitución o 
inhabilitación. En cambio, de aprobarse la acusación en el Juicio 
Político, el Congreso impone directamente estas sanciones.

Los últimos años han puesto en evidencia diversos casos de 
excesos del Congreso al aprobar sanciones en el juicio político 
contra altos funcionarios que le resultaban incómodos. La falta 
de una tipificación más específica de conductas que configuren 
infracciones a la Constitución ha favorecido que el Congreso, 
mediante imputaciones genéricas, imponga sanciones de desti-
tución o inhabilitación política. Si bien la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos y la jurisprudencia del Tribunal Consti-
tucional establecieron que el sancionado en este procedimiento 
político parlamentario podía cuestionar la sanción impuesta ante 
el órgano jurisdiccional, una reciente decisión de la actual com-
posición del TC, sorprendentemente, ha señalado que la sanción 
en el juicio político tiene carácter discrecional del Congreso, por 
lo que no es susceptible de revisión en sede jurisdiccional al tra-
tarse de una political question.  

Siendo el Congreso un órgano político y no jurisdiccional, la 
experiencia demuestra que es poco esperable su accionar obje-
tivo y ponderado al momento de imponer sanciones, por lo que 
cabría revisar la conveniencia de mantener esta potestad sancio-
nadora directa en el Juicio Político a altos funcionarios. 
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VII. La disolución del Congreso

Como contrapeso político a la competencia del Congreso para 
aprobar la censura o denegación de confianza a los ministros, 
la Constitución de 1979 incorporó a nuestro régimen político 
la potestad del presidente para disolver la cámara de diputados, 
cuando esta haya censurado o negado confianza a tres Consejos 
de Ministros; la Carta de 1993 redujo de tres a dos el número de 
consejos de ministros derribados por el Congreso para autorizar 
su disolución. 

Fujimori disolvió inconstitucionalmente el Congreso en 
1992, dando un autogolpe de estado, y Castillo intentó lo mismo 
en diciembre de 2022. Fue durante el gobierno del presidente 
Vizcarra (en septiembre de 2019) que se dispuso la disolución 
del Congreso invocando la denegación “fáctica” de confianza a 
un segundo gabinete. Si bien esta medida fue cuestionada por la 
subsistente Comisión Permanente del Congreso en un proceso 
competencial, el Tribunal Constitucional de entonces confirmó 
su validez señalando que la “denegación fáctica” de confianza se 
producía excepcionalmente cuando el Congreso, con sus deci-
siones concretas, actuaba en sentido contrario respecto al otor-
gamiento de confianza formalmente aprobado. Algún tiempo 
después, otro Congreso aprobó una ley que limita severamen-
te los casos en que el Poder Ejecutivo puede plantear cuestión 
de confianza (no cabe respecto de proyecto de ley o de reforma 
constitucional) y descarta su denegación fáctica, indicando que 
lo determinante es el sentido del voto aprobado en el Congreso. 
Esta ley fue confirmada en su constitucionalidad por el actual 
TC, cambiando el criterio anterior.

Considero que la exigencia de un determinado número de ga-
binetes ministeriales censurados o con denegación de confianza 
para habilitar la disolución del Congreso, ha resultado política-
mente contraproducente. Propicia un abuso del planteo de cues-
tiones de confianza por el Gobierno, buscando su denegación, 
o la “falsa” aprobación de confianza por el Congreso, buscando 
evitar que se configure la caída del Gabinete; en ambos casos, se 
recurre a estas maniobras para conseguir o evitar, según el caso, 
que se produzca la causal que habilita la disolución del Congre-
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so. Frente a esta situación cabrían varias opciones de reforma: 
La primera, sería eliminar la potestad presidencial de disolución 
del Congreso; la segunda, que me parecería mejor, sería dejar 
de condicionar la disolución del Congreso a la caída previa de 
gabinetes de ministros, pudiendo ser derribados y simplemen-
te reemplazados, pero permitiendo que el presidente pueda dis-
poner la disolución del Parlamento, por una sola vez durante su 
mandato, cuando considere que el conflicto político entre ambos 
órganos impide el desarrollo de su gestión o hace inviable la go-
bernabilidad. La disolución permite que sea el pueblo, mediante 
la elección de un nuevo Congreso, quien dirima estos conflictos 
y determine cuál será la composición política del nuevo Parla-
mento. 

VIII. El retorno a la bicameralidad parlamentaria

Una reciente reforma constitucional aprobada por el Congreso 
(Ley 31988), sin recurrir al referéndum popular ratificatorio, ha 
restablecido la bicameralidad parlamentaria y la posibilidad de 
reelección inmediata de los congresistas. Cabe recordar que, en 
diciembre de 2019, un referéndum sobre propuestas de reforma 
constitucional aprobó abrumadoramente el rechazo de la bica-
meralidad y la reelección inmediata de los congresistas. La re-
forma aprobada se aplicará a partir de las próximas elecciones 
generales de 2026.

En el nuevo Congreso bicameral, la función legislativa con-
templa la aprobación del proyecto de ley en Diputados y su re-
visión en el Senado; lo resuelto en el Senado será definitivo y 
no retornará a revisión en Diputados. Las funciones de control 
político, tales como interpelación, censura u otorgamiento de 
confianza a los ministros, y la conformación de comisiones in-
vestigadoras, corresponderán a la Cámara de Diputados. El Sena-
do tendrá a su cargo el nombramiento o ratificación de altos fun-
cionarios, como los integrantes del Tribunal Constitucional, el 
Defensor del Pueblo, el Contralor, el Presidente y Directorio del 
Banco Central de Reserva y el Superintendente de Banca y Segu-
ros. Asimismo, la aprobación del Antejuicio y el Juicio Político. 
También el Senado ejercerá control de la legislación delegada y 
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decretos de urgencia dictados por el Ejecutivo, así como la apro-
bación de los tratados y la prórroga de los estados de excepción. 
Como se puede apreciar, se otorga un rol político preponderante 
al Senado, pues tendrá la última palabra en materia legislativa y 
concentra el nombramiento o ratificación de las altas autoridades 
del Estado. La norma constitucional establece el número básico 
de integrantes de cada Cámara (130 diputados y 60 senadores), 
encomendando a la ley determinar la forma de elección de los 
congresistas, así como el incremento de su número.

El retorno a la bicameralidad venía siendo un reclamo de los 
expertos, ante la pobre labor legislativa y cuestionadas decisiones 
políticas del Congreso unicameral, que se traduce en el muy alto 
porcentaje de desaprobación popular a su gestión. Sin embargo, 
nada garantiza que la bicameralidad permita superar esta situa-
ción, aunque ello sería deseable. Dependerá sustancialmente de 
la mejora en la calidad de los postulantes, del acierto popular en 
su elección, y del desempeño político y ético de quienes resulten 
elegidos como parlamentarios.
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